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CAPÍTULO 1
El Consejo de Defensa 

del Estado
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EL CONSEJO DE DEFENSA DEL ESTADO

El Consejo de Defensa del Estado es una de las Instituciones 
más antiguas del país. Creado en 1895, recientemente cum-
plió 126 años de trayectoria al servicio de Chile. Sus actua-
ciones se sustentan en un centenario acervo de experiencia 
y conocimiento jurídico en la defensa del interés público, lo 
cual constituye su misión y mandato legal.  

Su Ley Orgánica se encuentra contenida en el Decreto con 
Fuerza de Ley N° 1, de 28 de julio de 1993, del Ministerio de 
Hacienda, publicado en el Diario Oficial de 7 de agosto del 
mismo año.

Es un servicio descentralizado, dotado de personalidad 
jurídica y plena autonomía técnica. Su prestigio profesional 
se funda en el carácter especializado y la rigurosidad de sus 
actuaciones y estrategias ante los Tribunales, así como en su 
independencia y versatilidad para actuar en una infinidad de 
ámbitos en representación del Estado, al margen de cualquier 
consideración distinta al interés público. Su labor considera, 
también, el ejercicio de acciones extrajudiciales y de asesoría 
legal a las Instituciones y Organismos del Estado. 

Debe asumir la representación judicial del Presidente(a) 
de la República y de los distintos Ministerios y Servicios 
públicos centralizados. Además, pueden requerirlo Servicios 
descentralizados; Organismos autónomos del Estado; Empresas 

públicas creadas por ley; otros organismos públicos y entidades 
privadas con participación estatal mayoritaria o igualitaria. En 
el ámbito prejudicial, todas aquellas personas que consideren 
haber sufrido un daño con motivo de una prestación médica 
otorgada en un establecimiento público de salud pueden 
solicitar un proceso de mediación ante el CDE.

Dado que los intereses del Estado se encuentran presentes 
en una infinidad de ámbitos, sus abogadas y abogados 
enfrentan juicios de diversa índole y complejidad, en materias 
civiles, contencioso administrativas, penales, laborales 
y medioambientales, distribuidos en diferentes sedes 
jurisdiccionales. 

El Consejo desarrolla una importante labor de resguardo 
de la institucionalidad a través de la defensa judicial de las 
atribuciones y potestades legales de los Organismos públicos, 
función mediante la que contribuye, a su vez, a la protección 
del ordenamiento jurídico, del sistema democrático y al 
fortalecimiento del Estado de Derecho.

Posee el mandato legal de combatir con firmeza la corrup-
ción, mediante la presentación de querellas criminales para 
obtener la sanción de delitos como cohecho, soborno, ne-
gociación incompatible, fraude y aquellos que afectan el pa-
trimonio fiscal. La definición de sus actuaciones penales se 

Conformado por 565 funcionarias y 
funcionarios distribuidos a lo largo del país, 
quienes integran el Consejo de Defensa del 
Estado comprenden la importancia que su 
labor tiene para el resguardo del patrimonio 
fiscal, para que los recursos construidos 
entre todas y todos sean destinados a la 
implementación de políticas públicas en 
salud, educación, vivienda, infraestructura 
y en las diversas necesidades que el país 
debe abordar. Desde esa perspectiva, la 
ciudadanía es la principal destinataria de su 
labor y trabajar en su beneficio constituye un 
propósito institucional compartido, llevado a 
cabo con convicción y sin pausa.
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sustenta en un análisis riguroso de los hechos y de su califi-
cación jurídica, para lograr condenas que apliquen el mayor 
rigor de la ley, porque la corrupción daña especialmente la 
confianza que las personas han puesto en las Instituciones. 
Con igual determinación, persigue los delitos cometidos por 
aquellos funcionarios que, infringiendo gravemente su de-
ber de empleados públicos, atentan contra los derechos de 
las personas.
 
Al Consejo también le corresponde resguardar el interés 
del Estado más allá de su dimensión económica. Lo hace a 
través del ejercicio de acciones para la reparación del medio 
ambiente, la protección de su patrimonio histórico y cultural 
o de los bienes nacionales de uso público, asegurando el 
acceso a costas y parques nacionales para beneficio de toda 
la comunidad. 

Finalmente, la ley 19.966, o ley Auge, encargó al CDE propor-
cionar el Servicio de Mediación por daños en Salud, función 
que desarrolla desde 2005. La mediación constituye un mé-
todo alternativo de solución de controversias –voluntario, 
gratuito, secreto y expedito– entre pacientes y/o sus fami-
liares y directivos y/o funcionarios de establecimientos de la 
red pública asistencial con motivo de un daño en salud. 

Mediante un continuo mejoramiento de sus procedimien-
tos, el desarrollo de estándares de atención y de satisfacción 
usuaria y una estricta separación de sus funciones litigiosas, 
la labor que realiza el equipo multidisciplinario del Consejo 
a cargo del Servicio de Mediación posibilita un acceso más 
expedito y concreto a la justicia. 
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ÁMBITOS DE LA LABOR DEL CDE

Defensa de la 
Implementación 

de Políticas 
Públicas

Defensa del 
Fisco en juicios 
y en actos no 
contenciosos

Emisión de 
Informes
Jurídicos

Supervigilancia
de Juicios

Defensa y 
Representación 

en Juicios No 
Patrimoniales

Acciones 
Constitucionales 

y Tribunales 
Especiales

Mediación
por Daños 

en contra de 
Prestadores 

Institucionales 
Públicos de

Salud

Representa al Fisco, y servicios 
descentralizados cuando así lo 
acuerde, en las materias que 
afecten el interés patrimonial 
del Estado.

Recursos de protección, amparo 
económico, rechazo o sostenimiento 
de nulidades de derecho público 
y otras acciones en causas 
contencioso administrativas.

Mediación prejudicial en materias 
relacionadas con daños en salud 
ocurridos en el sistema de salud 
público, con motivo de una 
prestación asistencial.

Diversos informes, tales como informes 
en derecho, dictámenes, informes de 
cumplimiento de sentencias; y la visación, 
en lo jurídico, de actos administrativos 
emanados de autoridad competente.

Procesos a cargo de los Servicios 
Públicos descentralizados y 
entidades de derecho privado 
en que el Estado tenga aportes o 
participación mayoritaria.

Ejercicio de la acción penal, en caso de 
delitos que puedan acarrear perjuicios 
económicos para el Fisco y organismos 
del Estado, y delitos cometidos en el 
desempeño de sus funciones o empleos 
por funcionarios públicos o empleados 
de organismos del Estado, Administración 
del Estado, gobiernos regionales, 
municipalidades o  instituciones o 
servicios descentralizados funcional o 
territorialmente.

Recursos de inaplicabilidad, error 
judicial, acciones en materia del 
Tribunal de Libre Competencia 
y reclamos ante el Tribunal de 
Contratación Pública.
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ORGANIGRAMA
PRESIDENTE

Consejo
Abogados 
Consejeros

Unidad de 
Mediación

Jefe de Gabinete

Unidad Coordinadora
Especializada en

Materias Municipales

Unidad de Auditoría
Interna

Unidad de
Comunicaciones Unidad de

Medio Ambiente

Subdepto. de Legislación
y Biblioteca

Subdepto.
de Informática

Depto. de
Administración

General

Subdepto. de
Contabilidad y
Presupuestos

Subdepto. 
Administrativo

Oficina de Partes, 
Archivo e

Informaciones

Unidad de 
Gestión de 
Personas

División de Defensa
Estatal

Procadurías
Fiscales

Procuraduría de Corte 
Suprema y Tribunales 

Superiores

PF
Arica

PF
San Miguel

PF
Temuco

PF
Iquique

PF
Rancagua

PF
Valdivia

PF
Antofagasta

PF
Talca

PF
Puerto Montt

PF
Copiapó

PF
Chillán

PF
Coyhaique

PF
La Serena

PF
Concepción

PF
Punta Arenas

PF
Valparaíso

PF
Santiago

Depto. de Control
y Tramitaciones

Judiciales
Servicio de
Bienestar

Depto. de Estudios
y Planificación

Subdepto. de
Planificación y Evaluación

Secretaria Abogada

ÁREA LITIGIO

ÁREA STAFF

ÁREA ESTRATÉGICA

ÁREA APOYO

ÁREA MEDIACIÓN
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DEFINICIONES ESTRATÉGICAS 

El año 2021, el Consejo concluyó la planificación estratégica 
desarrollada durante el trienio anterior y concordó las 
definiciones institucionales que guiarán su labor durante 2022:

VALORES INSTITUCIONALES  

INDEPENDENCIA
El CDE es un organismo técnico,  autónomo e indepen-
diente, condición que está establecida en la Ley Orgáni-
ca que lo crea y rige. En tal sentido, nuestra Institución 
debe siempre velar por el interés del Estado por sobre 
cualquier interés particular.

EXCELENCIA
El CDE tiene la misión de defender los intereses del Estado 
de Chile. Está inmerso en la cultura de la Institución 
el compromiso de que esta labor debe realizarse con 
excelencia, logrando siempre altos estándares de calidad y 
eficacia, de manera de mantener en alto el prestigio con el 
que cuenta la Institución en el mundo legal, siendo éste uno 
de los principales activos que ha logrado para sí el Consejo.

COMPROMISO
Nuestros colaboradores tienen un alto sentido de 
pertenencia institucional y ejecutan sus tareas con una 
alta cuota de responsabilidad, dejando muchas veces 
prioridades personales en segundo plano. Sin ese nivel 
de compromiso no sería posible sostener los anteriores 
valores dentro del CDE.

PROBIDAD
Mantener en el tiempo los valores que anteceden sin el 
correcto comportamiento del Servicio y de sus funcionarios 
en el ejercicio de sus funciones no sería factible. La probidad 
funcionaria es una condición fundamental para un organismo 
que defiende los intereses del Estado, entre ellos, la probidad 
y el prestigio de las Instituciones de la República.

COLABORACIÓN
Se aspira a trabajar colaborativamente en el cumplimiento 
de las funciones encomendadas al Servicio. Cuando se 
trabaja de manera conjunta se alcanzan mejores resultados 
y un mejor clima institucional.

EQUIDAD
El CDE debe asegurar un ambiente de trabajo libre de 
favoritismos, abusos en el ejercicio de la autoridad y 
decisiones arbitrarias o caprichosas, aplicando las normas 
y políticas internas en forma consistente y justa.

TRANSPARENCIA
Se actúa con veracidad para poder construir confianza en 
nuestros requirentes, usuarios, usuarias y la ciudadanía.

VISIÓN 
“Ser una entidad de elevado estándar técnico 
jurídico, especializada e independiente, integrada 
por un equipo humano de excelencia que actúa 
proactivamente en la defensa judicial de los 
intereses y el patrimonio público y la entrega de un 
servicio de mediación en salud de calidad”. 

MISIÓN 
“Asesorar y defender los intereses del Estado de 
Chile y sus organismos, a través de acciones tanto 
judiciales como extrajudiciales, para la protección 
de los bienes fiscales y patrimonio histórico y 
cultural del país; la persecución de la corrupción y 
el resguardo del ordenamiento jurídico”.
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ORGANIZACIÓN Y COMPETENCIAS 

PRESIDENTE, ABOGADAS Y ABOGADOS CONSEJEROS
Para el cumplimiento de sus objetivos, el Consejo se organiza 
en torno a un cuerpo colegiado conformado por doce Aboga-
das y Abogados Consejeros, de los cuales, uno ejerce como 
Presidente y Jefe de Servicio. Éste ostenta la defensa judicial 
del Estado y del Fisco en todos los asuntos que se traten en 

los Tribunales, cualquiera sea su naturaleza, salvo que la ley le 
haya otorgado esa representación a otro funcionario. Es ele-
gido por el Presidente de la República de entre los doce inte-
grantes del Consejo y permanece en el cargo durante un pe-
ríodo de tres años, renovable. 

Juan Peribonio Poduje 
Presidente

Paulina Veloso Valenzuela Carlos Mackenney Urzúa Rodrigo Quintana Meléndez María Inés Horvitz Lennon
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Ana María Hubner Guzmán

Alberto Espina Otero

Jaime Varela Aguirre

Mariana Valenzuela Cruz

Al Consejo le corresponde adoptar acuerdos en asuntos de diversa 
índole, especialmente, en juicios que involucran cuantías elevadas o 
en los que la gravedad de los delitos que se investigan ha provocado 
un alto grado de impacto público. También, respecto de las 
propuestas de transacción judicial que le son presentadas por sus 
contrapartes y que requieren un quórum especial para ser aprobadas. 

Es preciso señalar que, mayoritariamente, el grueso de los juicios 
vigentes es resuelto por los Comités especializados en los que el 
propio Órgano Colegiado distribuye su labor –como se detallará más 
adelante–, y por sus Abogados Procuradores Fiscales, conforme con 
las atribuciones que la ley les ha otorgado para la representación y 
defensa judicial a nivel regional.

Daniel Martorell Correa Raúl Letelier Wartenberg Sebastián Soto Velasco
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SECRETARIA ABOGADA 
Ejerce el rol de Secretaria Abogada del Consejo –en tanto 
cuerpo colegiado– y del Servicio la abogada Pamela Villagrán 
Vásquez, quien posee el carácter de ministro de fe en el 
desempeño de sus funciones. 

El Consejo sesiona semanalmente los días martes.

COMITÉS 
Para la organización de su trabajo, el Consejo distribuye 
los asuntos a su cargo en Comités especializados en las 
áreas Civil, Contencioso Administrativa, Penal y Laboral 
Medioambiental, los que sesionan semanalmente y están 
integrados por tres Consejeras y/o Consejeros, de los cuales, 
uno ejerce como presidente. 

Los Comités también celebran sesiones semanales: los días 
lunes se reúne el Comité Contencioso Administrativo; los 
días miércoles los Comités Civil y Laboral Medioambiental y, 
los días jueves, el Comité Penal. 

Utilizando el sistema de videoconferencia, abogadas y 
abogados de las distintas Procuradurías Fiscales del país dan 
cuenta a cada Comité el estado de los asuntos o juicios que 
les han sido asignados, de quienes reciben las instrucciones 
de defensa y lineamientos jurídicos que deben ser aplicados 
en cada caso.

COMITÉ CIVIL 
Presidido por la Consejera Paulina Veloso, concentra su acción 
en el análisis y control de juicios que se siguen en contra 
del Fisco o, bien, en que éste entabla acciones en defensa y 
representación de los intereses del Estado. 

En virtud de ello, le corresponde la elaboración de estrategias 
de defensa contra acciones referidas a resoluciones 
relacionadas con el Decreto Ley 2.695, sobre regularización 
de la propiedad, como juicios en que se pretende el dominio 
de bienes nacionales de uso público, cauces de ríos o terrenos 
costeros. Asimismo, respecto de acciones de cumplimiento o 
resolución de contrato –especialmente, respecto de contratos 
de obras públicas–; restitución de inmuebles fiscales; juicios 
arbitrales derivados de la Ley de Concesiones de Obras 
Públicas; servidumbres mineras y acciones de petición de 
herencia, entre otros.

COMITÉ CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
Presidido por el Consejero Rodrigo Quintana, le correspon-
de conocer asuntos de naturaleza civil contenciosa adminis-
trativa relacionados con la responsabilidad extracontractual 
del Estado por eventuales “faltas de servicio” en que pue-
dan haber incurrido distintos órganos de la administración 
pública, centralizada o descentralizada. Ello, principalmente 
en relación con hechos ocurridos en el cumplimiento de las 
funciones encomendadas a las Fuerzas Armadas y de Orden 
y Seguridad y a los Ministerios y Servicios Públicos, especial-
mente, aquellos que tienen facultades de fiscalización. 

También es su responsabilidad la construcción de estrategias 
de defensa contra acciones destinadas a obtener la nulidad 
y/o a dejar sin efecto actos administrativos, como, por 
ejemplo, aquellos referentes a la potestad sancionatoria del 
Estado, nombramientos de sus autoridades, dictámenes de 
la Contraloría General de la República, entre otras. 

Asimismo, le corresponde definir estrategias de defensa en aque-
llos asuntos de naturaleza constitucional, como recursos de pro-
tección y requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionali-
dad, en materias relacionadas con su competencia.

COMITÉ PENAL 
Presidido por el Presidente Juan Peribonio, tiene a su cargo el 
estudio y análisis acabado de los antecedentes contenidos en las 
investigaciones penales que sustancia el Ministerio Público, con 
el propósito de interponer querellas criminales que permitan 
esclarecer los hechos, identificar a quienes resulten responsables 
y obtener la sanción de aquellos delitos que su Ley Orgánica lo 
faculta perseguir. Su competencia, en este sentido, es acotada, y 
se refiere sólo a aquellos delitos que pueden acarrear perjuicios 
económicos para el Fisco o para los Organismos del Estado y/o 
aquellos que hayan sido cometidos por funcionarios o empleados 
públicos en el desempeño de sus funciones. 

Dado que el Consejo no posee facultades propias para investigar 
en materia penal, sólo puede intervenir una vez se forma la con-
vicción de que los hechos puestos en su conocimiento resultan 
suficientes para sostener querellas sustantivas y consistentes. 
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COMITÉ LABORAL MEDIOAMBIENTAL 
Presidido por el Consejero Jaime Varela, a este Comité le con-
cierne conocer y resolver asuntos de diversa naturaleza, dis-
tribuidos en distintas jurisdicciones. Mayoritariamente tiene 
a su cargo procesos judiciales de índole laboral interpuestos 
por funcionarios públicos en distintas modalidades contem-
pladas por dicha legislación y el estudio de asuntos de natu-
raleza previsional de los funcionarios del Estado. 

De gran envergadura resulta su quehacer respecto de asuntos 
voluntarios y contenciosos que se derivan del proceso de 
expropiación por utilidad pública, contemplado en el Decreto 
Ley 2.186. Conoce también asuntos de contratación pública 
y de defensa de la libre competencia. 

Completa su ámbito de acción con todos aquellos asuntos 
medioambientales en los que se persigue la responsabilidad 
por el daño ambiental contemplada en la Ley 19.300 y, si 
corresponde, la indemnización de perjuicios derivados de 
dichos daños.

PROCURADURÍAS FISCALES 
Como se señaló precedentemente, un importante volumen 
de asuntos a cargo del CDE es resuelto por cada una de sus 
Procuradurías Fiscales ubicadas en cada ciudad con asiento 
de Corte de Apelaciones. Liderados por 17 Abogadas y 
Abogados Procuradores Fiscales, los equipos del Consejo 
en regiones tienen a su cargo la defensa y representación 
judicial de los intereses patrimoniales y no patrimoniales del 
Estado de Chile a nivel regional. 

Existe un trabajo coordinado entre las Procuradurías Fiscales y 
los Comités del Consejo. Numerosos asuntos que representan 
cuantías menores son resueltos directamente por ellas y, 
aquellos que cumplen con ciertos criterios establecidos en 
instrucciones internas, son presentados ante los Comités, 
quienes establecen las estrategias judiciales que serán 
aplicadas en cada caso. 
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LAS ABOGADAS Y ABOGADOS PROCURADORES FISCALES EN EJERCICIO SON: 

Carlos Bonilla Lanas
Abogado Procurador 
Fiscal de Antofagasta

Michael Wilkendorf Simpfendorfer
Abogado Procurador
Fiscal de Valparaíso

Héctor Marcelo Faine Cabezón
Abogado Procurador 
Fiscal de Iquique

Marcelo Chandia Peña
Abogado Procurador
Fiscal de San Miguel

Ana María Cortés Espejo
Abogada Procuradora 
Fiscal de Arica

Ruth Israel López
Abogada Procuradora
Fiscal de Santiago

Adolfo Matías Rivera Galleguillos
Abogado Procurador 
Fiscal de Copiapó

Lya Hald Ramírez
Abogada Procuradora
Fiscal de Rancagua

Carlos Alberto Vega Araya
Abogado Procurador 
Fiscal de La Serena

José Isidoro Villalobos 
García-Huidobro
Abogado Procurador
Fiscal de Talca
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Álvaro Sáez Willer
Abogado Procurador
Fiscal de Temuco

Georgy Schubert Studer
Abogado Procurador
Fiscal de Concepción

Mariella Dentone Salgado
Abogada Procuradora
Fiscal de Chillán

Lucio Díaz Rodríguez
Abogado Procurador
Fiscal de Puerto Montt

Natalio Vodanovic Schnake
Abogado Procurador
Fiscal de Valdivia

Claudio Benavides Castillo
Abogado Procurador
Fiscal de Punta Arenas

Paulo Gómez Canales
Abogado Procurador
Fiscal de Coyhaique
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ÁREAS DE LITIGIO, ESTRATÉGICA Y DE APOYO 
Dada la naturaleza de su función, el Consejo se compone 
principalmente por abogadas y abogados especializados en 
las distintas materias que la representación y defensa de los 
intereses del Estado requiere. Apoyan esta labor un conjunto 
de profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares 
distribuidos en las áreas de Litigio, Estratégica y de Apoyo.

ÁREA DE LITIGIO
La principal unidad del Área de Litigio es la División de De-
fensa Estatal, bajo la dirección de la abogada Paulina Reta-
males Soto. De esta División dependen las 17 Procuradurías 
Fiscales y el Departamento de Control y Tramitaciones Judi-
ciales, cuya jefatura (S) está a cargo de la abogada Florencia 
Villanueva Cardemil. 

ÁREA ESTRATÉGICA 
Está compuesta por el Departamento de Estudios, 
encabezado por la abogada Marjorie Cárdenas Deramond, 
bajo cuya dependencia se encuentra la Unidad de Medio 
Ambiente, coordinada por el abogado Rodrigo Rivera Cuevas; 
y el Subdepartamento de Legislación y Biblioteca, a cargo 
del abogado Rolando Zambrano Rojas. 

Conforman también esta área el Subdepartamento de 
Planificación y Evaluación, bajo la jefatura del ingeniero 
comercial y administrador público Jaime Gómez Ortega; 
la Unidad de Inspección General y Auditoría, dirigida 
por el abogado Rodolfo Aldea Moscoso; y la Unidad de 
Comunicaciones, a cargo de la periodista Maureen Schäffer 

Castro. Completa el área la recientemente creada Unidad 
Coordinadora Especializada en Materias Municipales, a 
cuyo cargo se encuentra la abogada Andrea Rojas Acuña.

ÁREA DE APOYO
El área de Apoyo, en tanto, está integrada por el Departa-
mento de Administración General, encabezado por el inge-
niero comercial y administrador público José Antonio Pérez; 
y el Subdepartamento de Recursos Humanos, bajo la direc-
ción de la asistente social Nora Villar Teneo.  

Dependen orgánicamente del primero el Subdepartamento 
de Presupuesto, cuya jefatura es ejercida por el contador au-
ditor Mario Morales Díaz; el Subdepartamento Administra-
tivo, a cargo del contador público Ivanhoe Aguirre Rivera; y 
la Oficina de Partes, dirigida por la ingeniera de ejecución en 
administración de empresas Jacqueline Poch Salvo. 

En tanto, el Servicio de Bienestar, encabezado por la contado-
ra auditora Mónica Huesa Fuentes; y la Unidad de Capacita-
ción, a cargo de la educadora Suzy Solano Neira; dependen je-
rárquicamente del Subdepartamento de Recursos Humanos. 
Por último, el Subdepartamento de Informática, dirigido por 
el ingeniero en ejecución informática Pedro Marcos Salgado; 
depende del Subdepartamento de Planificación y Evaluación.

Completa la estructura orgánica del Servicio la Unidad de 
Mediación en Salud, dirigida por la abogada Virginia Vega Díaz.
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DISTRIBUCIÓN Y DOTACIÓN DE PERSONAS 2021 

Distribución nacional de la dotación 
efectiva por región

REGIÓN DOTACIÓN

Región de Arica y Parinacota 9
Región de Tarapacá 12
Región de Antofagasta 14
Región de Atacama 8
Región de Coquimbo 13
Región de Valparaíso 35

Región Metropolitana 347

Región del Libertador 
Bernardo O'Higgins 14

REGIÓN DOTACIÓN

Región del Maule 19
Región de Ñuble 9
Región del Biobío 30
Región de La Araucanía 14
Región de Los Ríos 13
Región de Los Lagos 14
Región de Aysén de General 
Carlos Ibáñez del Campo 6

Región de Punta Arenas y 
la Antártica Chilena 8

565Total nacional
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Distribución de la dotación efectiva 
por estamento y género

HOMBRES MUJERES TOTAL
DOTACIÓN

JEFE DE SERVICIO 1  0 1 

DIRECTIVO 30 23 53 

PROFESIONAL 170 117 287

TÉCNICO 66 36 102 

ADMINISTRATIVO 18 69 87

AUXILIAR 29 6 35 

TOTAL DOTACIÓN 314 251 565 

600

500

400

300

200

100

0

170

30
1

66

18 29

314

251

565

35

87

287

53

1

102

69

36

117

23
0 6

HOMBRES MUJERES TOTAL DOTACIÓN
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Distribución de la dotación efectiva, 
por tipo de contrato

HOMBRES MUJERES TOTAL
DOTACIÓN

CONTRATA 234 206 440 

PLANTA 77 44 121

SUPLENTE 3 1 4

HONORARIOS
ASIMILADOS 
A GRADO

0 0 0

AUXILIAR 0 0 0

TOTAL DOTACIÓN 314 251 565 
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Personal fuera de dotación, 
por tipo de contrato

HOMBRES MUJERES TOTAL
DOTACIÓN

HONORARIO 12 10 22

REEMPLAZO 1 2 3

SUPLENTE CARGO 
TITULAR QUE NO 
GUARDA PLANTA

6 5 11

TOTAL DOTACIÓN 19 17 36 
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Personal a honorarios según género 
y función desempeñada

HOMBRES MUJERES TOTAL
HONORARIOS

DIRECTIVO 0 0 0

PROFESIONAL 9 9 18

TÉCNICO 3 1 4

ADMINISTRATIVO 0 0 0

AUXILIAR 0 0 0

TOTAL HONORARIOS 12 10 22
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Personal a honorarios según género 
y permanencia en el Servicio

HOMBRES MUJERES TOTAL
HONORARIOS

1 AÑO O MENOS 5 3 8

MÁS DE 1 AÑO 
Y HASTA 2 AÑOS 4 5 9

MÁS DE 3 AÑOS 3 2 5

TOTAL HONORARIOS 12 10 22 
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Distribución de profesionales a 
nivel nacional, según dotación 
efectiva de estamentos directivo 
y profesional

12 %
88 % Profesional 

No Abogado
40Profesional Abogado

300
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Distribución de abogadas y 
abogados a nivel nacional por 
Área, según dotación efectiva de 
estamentos directivo y profesional 

10 %

2 %

1 %

87 %

Abogados
Áreas Estratégicas
30

Abogados
de Mediación
7

Abogados
Área de Apoyo
3

Abogados
Áreas del Litigio
260
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Distribución de abogadas y 
abogados a nivel nacional por áreas 
de desempeño y cargos, según 
dotación efectiva de estamentos 
directivo y profesional

ASESORES

LITIGANTES Y COORDINADORES
DE LITIGIO

JEFES DE DIVISIÓN, DEPARTAMENTO, 
PROCADURÍAS Y UNIDADES

ENCARGADOS, COORDINADORES, 
ASISTENTES O ASESORES

ABOGADOS PROCURADORES FISCALES

SECRETARIA ABOGADA,
ASISTENTES  O ASESORES

JEFE DE DEPARTAMENTO, UNIDAD Y 
COORDINADORES

ABOGADOS CONSEJEROS

ABOGADOS DE MEDIACIÓN

0	 50	 100	 150	 200

194

6

43

17

16

3

11

7

7

ABOGADOS ÁREAS DE LITIGIO

ABOGADOS ÁREAS ESTRATÉGICAS

ABOGADOS DE MEDIACIÓN

ASESORES
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Distribución porcentual de 
dotación efectiva por género 
según estamento

DIRECTIVOS

47

41%

59%

19 Mujeres

27 Hombres

TOTAL
DIRECTIVOS

PROFESIONALES

294

41%

59%

121 Mujeres

173 Hombres

TOTAL
PROFESIONALES

TÉCNICOS

102

35%

65%

36 Mujeres

66 Hombres

TOTAL
TÉCNICOS

ADMINISTRATIVOS

87

79%

21%

69 Mujeres

18 Hombres

TOTAL
ADMINISTRATIVOS

AUXILIARES

35

17%

83%

6 Mujeres

27 Hombres

TOTAL
AUXILIARES


